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I. Introducción
El auto dictado por la Corte de Constitucionalidad de Guatemala el 20 de mayo de 2025 cons-

tituye uno de los pronunciamientos más relevantes de la justicia constitucional guatemalteca 
reciente en materia de relaciones entre el derecho internacional y el orden constitucional nacional. 
Puso de manifiesto una discusión jurídica que se consideraba hasta cierta medida zanjada, espe-
cialmente, dada la irrupción de la teoría del bloque de constitucionalidad, abordada y afianzada 
por el propio Tribunal Constitucional en mayo de 2012, en el emblemático expediente 1822-2011.
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La controversia del caso que se analiza surgió a raíz de la publicación del Acuerdo Guber-
nativo 65-2025, en el que el Presidente de la República retiró la reserva de catorce de mayo de 
1997, formulada por el Estado de Guatemala sobre el artículo 27 de la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados. Este acto trajo consigo varios cuestionamientos respecto 
de las facultades del Presidente de la República en materia de política exterior, cuando involu-
crara el retiro de una reserva y, el que interesó a este comentario, respecto a si se comprome-
tió la supremacía constitucional y la jerarquía normativa entre la Constitución y los tratados 
internacionales.

Desde la perspectiva jurisprudencial y doctrinal, este caso obliga a reconsiderar los alcan-
ces del constitucionalismo multinivel y su interacción con la teoría del bloque de constitucio-
nalidad en Guatemala, así como el desarrollo de las cláusulas estructurales de supremacía 
constitucional. La Corte, aunque dentro de una resolución provisional1 —que fuera confir-
mada en definitiva más adelante y bajo los mismos argumentos—, realizó una construcción 
argumentativa que reafirma la supremacía normativa de la Constitución frente a cualquier ley 
o tratado, inclusive, aquellos que contienen materia de derechos humanos y que fueran pro-
gramáticamente reconocidos por el artículo 44 constitucional, pues aún y cuando amplían el 
catálogo de la Constitución, lo hacen en coherencia con el texto fundamental; a continuación, 
se muestran las razones de la decisión, bajo una mirada crítica, así como su posible conexión 
con la teoría de modulación constitucional.

II. Un breve contexto a la reserva 
guatemalteca al artículo 27 de 

la Convención de Viena
La reserva del artículo 27 de la Convención de Viena se formuló el 14 de mayo de 1997, por 

el entonces presidente de la República Álvaro Arzú Irigoyen, mediante acuerdo de la misma 
fecha en donde evocó las razones jurídicas que la motivaron, siendo estas, precisamente, 
mantener la jerarquía y supremacía de la Constitución, frente a una disposición internacional 
que señala: «El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar 
las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. 
Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46»2, pues, a juicio del 
entonces mandatario, someter al texto fundamental a la subordinación frente a los trata-
dos internacionales, cualesquiera sea su materia, ponía en riesgo la soberanía del país y la 
supremacía de la Constitución, en los términos que el propio Tribunal constitucional lo había 
pronunciado desde 1989.

1	 De acuerdo con la Ley de Amparo, Exhibición Personal y de Constitucionalidad de Guatemala (artí-
culos 27 y 28), la suspensión provisional del acto reclamando, en amparo, procede tanto de oficio 
como a instancia de parte, cuando a su juicio las circunstancias lo hagan aconsejable o bajo su-
puestos precisos; consiste en dejar sin efecto el acto que se cuestiona, de forma provisional, en 
tanto se tramita el amparo y se toma una decisión definitiva.

2	 Artículo 27 de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados de 1969.
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Posteriormente, la Corte se refirió a la cuestión, en sentencia de 28 de junio de 2001, 
concretamente al abordar la problemática jurídica de la pena de muerte, en el expediente 
872-2000: «… En cuanto a las obligaciones internacionales del Estado, se mantiene el cri-
terio vertido en el precedente jurisprudencial de que Guatemala reconoce la validez del 
derecho internacional sustentado en el ius cogens, que por su carácter universal contiene 
reglas imperativas admitidas como fundamentales de la civilización. Lo anterior implica 
también el compromiso que tiene el Estado de Guatemala de observar y respetar lo dis-
puesto en dichos tratados, máxime cuando el asunto sobre el cual versaren fuere materia 
de derechos humanos. según el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
a los Tratados «todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de 
buena fe». En ese orden de ideas, se considera apropiado, previamente a analizar lo rela-
cionado con el artículo 4.º, numeral 2) de la Convención y su aplicabilidad al caso objeto de 
estudio, puntualizar que la interpretación que debe hacerse de dicha norma ha de hacerse 
de buena fe, conforme al sentido corriente que ha de atribuírsele a los términos expresados 
por el tratado en su contexto…»; siendo el aspecto importante a resaltar del precedente, que 
el Tribunal no observa obstáculo en que el derecho internacional de los derechos humanos 
no tenga jerarquía sobre el texto fundamental, pues, el cumplimiento de los tratados debe 
hacerse de buena fe, haciendo que estos se cohesionen a la Constitución, evitando así con-
tradicciones o relaciones jerárquicas.

Es de notarse la coherencia deliberativa de las autoridades en casos similares, que mediante 
un ejercicio deferente, solicitaron opinión consultiva al Tribunal constitucional acerca de un tra-
tado que podría haber significado contrariar la jurisprudencia sobre supremacía sostenida por 
éste, en el que la Corte emitió opinión de 5 de agosto de 2004, en el expediente 1250-2004, donde 
analizó el acuerdo celebrado entre la Organización de las Naciones Unidas y el Estado de Guate-
mala relativo al establecimiento de una Comisión de Investigación de Cuerpos Ilegales y Aparatos 
Clandestinos de Seguridad (CICIACS), y determinó que resultaba incompatible con el principio 
de supremacía constitucional que, por medio de un tratado o convenio, se pretendiera conferir a 
una entidad internacional funciones que la Constitución reserva en forma exclusiva a los órganos 
nacionales, particularmente en el ámbito de la persecución penal al Ministerio Público.

III. La resolución y sus razones: facultad 
presidencial y supremacía constitucional

La Corte sostuvo que el principio fundamental del control de constitucionalidad es el de 
supremacía constitucional, conforme al cual la Constitución prevalece sobre cualquier ley 
o tratado. Para explicar esta dinámica, el Tribunal parte de algunas consideraciones que no 
fueron nuevas, pero sí, en alguna medida, olvidadas. La primera, relacionada con las cláusu-
las constitucionales que permiten al presidente de la República dirigir la política exterior del 
país, cuestión que, si bien, es procedimental, tiene alta trascendencia en el asunto.

La relevancia de esta primera ruta argumentativa radica en que la reserva que se pretendía 
retirar había sido levantada por otro presidente constitucional, sin embargo, en esa ocasión, 
dicho mandatario optó por una forma distinta a un acto meramente unilateral. Además, el 
entonces signante del tratado ratificado por el Congreso de la República anunció como razón 
de ser de la reserva la salvaguarda del principio de supremacía constitucional.
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Lo anterior generó la interrogante: ¿debe el presidente consultar a la Corte de Constitucio-
nalidad, respecto de la viabilidad del retiro de la reserva? La respuesta parece ser ambigua: en 
principio, la función de dirigir la política exterior no está supeditada a autoridad alguna según 
la Constitución. Sin embargo, si al firmar un tratado internacional se requiere la ratificación 
del legislativo para su integración al ordenamiento, así como la consulta al Tribunal constitu-
cional para su coherencia con la norma suprema, ¿no debiera correr la misma suerte delibe-
rativa el retiro de una reserva, conocida y convalidada por el entonces legislativo y judicial de 
la época? Y finalmente, ¿el retiro de la reserva del artículo 27 de la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados de 1969, afecta la supremacía de la Constitución?

Para responder las primeras dos interrogantes, debe partirse de una visión sostenida por 
la jurisprudencia de la Corte en cuanto a las funciones de los gobernantes y la democracia 
deliberativa desde la perspectiva judicial3.

La resolución que se comenta trae a la vista una opinión consultiva requerida por el presi-
dente de la República, precisamente, para el levantamiento de una reserva, en ese caso, del 
artículo 11, así como de la modificación de la reserva del artículo 12 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969.

En el citado expediente 3489-2006 cuya resolución se fechó de 20 de febrero de 2007, la 
Corte sostuvo que, si bien corresponde al presidente ser el director de la política exterior y 
de las relaciones internacionales del Estado, las funciones concernientes a la formación de 
los tratados internacionales y su adopción en el derecho interno, dentro de las cuales deben 
entenderse incluidas las relativas a la formulación y retiro de reservas, no necesitan de apro-
bación o traslado al Congreso de la República, pero están condicionadas de forma previa a 
que, para proceder válidamente a ese retiro, se revise la compatibilidad de la Constitución con 
la disposición internacional cuya reserva pretenda retirarse. Esto podría entenderse como 
una manifestación de democracia deliberativa judicial, pues, el Tribunal constitucional se 
posiciona como garante del pacto social por sobre una facultad presidencial.

Para llegar a esa conclusión, el Tribunal realizó el análisis del contenido de los artículos 11 
y 12 de la Convención de Viena que pretendían incorporarse al ordenamiento guatemalteco, 
mediante el retiro de su reserva, y determinó que eran compatibles, dando vía libre al retiro 
de la reserva por parte del presidente de la República, es decir, avalando de forma previa la 
actuación del mandatario en una función que le compete de forma directa según la propia 
Constitución.

Ese actuar del Tribunal constitucional no era para nada nuevo: se había concebido ya la 
idea en sentencia de 19 de octubre de 1990, dictada en el expediente 280-90, en el que esta-

3	 El magistrado Marshall (…) justificó el control judicial de constitucionalidad y la supremacía judicial 
como formas de proteger la verdadera voluntad del pueblo. A su juicio, «el pueblo tiene el derecho 
genuino de establecer, para su futuro gobierno, los principios que —sostuvo— deberán conducir a 
la mayor felicidad personal de la mayoría». Y —añadió— «como la autoridad de la que proceden es 
suprema, y casi nunca puede actuar, fueron diseñados para ser permanentes». Comprometidos 
con proteger la democracia, los jueces no tendrían otra alternativa más que invalidar todas aque-
llas normas que desafíen la autoridad de la Constitución. Gargarella, Roberto. «La democracia 
deliberativa y sus presuntas paradojas», Cuaderno de Investigación No. 85, Colombia, enero de 
2011, p. 140.
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bleció: «… el poder público guatemalteco está limitado a ejercer sus funciones dentro del 
marco de la Constitución, por lo que no podría concurrir al perfeccionamiento de un convenio 
o tratado internacional que la contravenga —en el presente caso a levantar una reserva a 
un artículo cuyo contenido podría limitar su aplicación y su preeminencia—, especialmente 
porque la función del Presidente de la República de “celebrar, ratificar y denunciar tratados 
y convenios” está expresamente condicionada a ejercerla “de conformidad con la Constitu-
ción” (Artículos 135 inciso b), 152 párrafo primero, 154 párrafo tercero in fine, 175, 183 incisos 
a) y o) de la Constitución Política…».

Así, a partir de tal precedente, se llega a la conclusión de que el retiro o modificación de 
reservas hechas por el Estado guatemalteco sobre un tratado internacional, sólo es jurídi-
camente admisible cuando, vía control previo de constitucionalidad, se advierte que la dis-
posición que en su momento no fue aceptada por el Estado, no supone ahora riesgo a la 
supremacía de la Constitución o alguna alteración del contenido esencial de los derechos 
fundamentales. A contrario, si el presidente retira una reserva de algún tratado internacional 
sin pedir opinión del Tribunal constitucional, se constituye un vicio formal, no por afectación 
de un procedimiento, sino por contravención a la jurisprudencia de la Corte, que supone la 
coherencia del sistema con una democracia deliberativa.

Ahora bien, en cuanto el tercer interrogante, conlleva traer a la vista, por un lado, el conte-
nido de los artículos 444 y 465 constitucionales, que afirman tanto la integración en la norma 
suprema de un catálogo de derechos provenientes de ordenamientos supranacionales, como 
la supremacía de los tratados internacionales que los contienen en el sistema de fuentes, ubi-
cándolos concretamente, por encima del derecho interno. Por otro lado, es necesario tomar 
en cuenta los parámetros que la propia Corte marcó desde sus primos fallos, respecto de la 
interacción del derecho nacional y el internacional.

En esa línea, uno de los primeros pronunciamientos por parte de la recién instalada Corte 
de Constitucionalidad (1986), sucedió en 1989, aunque en esa primera ocasión lo hizo sin 
mencionar expresamente el precepto. En esa oportunidad, el Congreso de la República en 
una —por demás inusual— solicitud de opinión consultiva, requirió a la Corte que se pronun-
ciara sobre la situación en que se encontraban dos personas, posibles candidatos a la Presi-
dencia de la República —cuya elección debía realizarse al año siguiente, es decir, en 1990—, 
con relación a las prohibiciones que para optar a dicho cargo prevé la Constitución. En espe-
cífico, para lo que importa al presente comentario, el Congreso consultó en torno de la posible 
violación a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en la situación de un militar 
retirado, quien a consecuencia de un golpe de Estado había asumido la Jefatura de Gobierno 
en la década de 1980, y la esposa del entonces Presidente de la República, ambos supuestos 
previstos por el artículo 186 constitucional, incisos a) y c), respectivamente.

4	 Artículo 44 de la Constitución Política de la República de Guatemala: «Derechos inherentes a la 
persona humana. Los derechos y garantías que otorga la Constitución no excluyen otros que, aunque 
no figuren expresamente en ella, son inherentes a la persona humana. Serán nulas ipso jure las leyes 
y las disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden que disminuyan, restrinjan o tergiversen 
los derechos que la Constitución garantiza».

5	 Artículo 46 de la Constitución Política de la República de Guatemala: «Preeminencia del Derecho 
Internacional. Se establece el principio general de que en materia de derechos humanos, los tratados y 
convenciones aceptados y ratificados por Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho interno».
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De esa forma, la Corte emitió su opinión el 16 de noviembre de 1989, dentro del expe-
diente 212-89, y en un escaso párrafo, sin mencionar expresamente al artículo 46, se refirió 
a la «recepción» de «otras normas» distintas a la Constitución, con especial referencia a las 
«de derechos humanos», y su relación con esta última, elemento que, a la postre, conforman 
el contenido y alcances del referido artículo 46; la Corte consideró que la «recepción» en el 
derecho interno de esas «otras normas», sin importar «que pertenezcan al catálogo de dere-
chos humanos», se torna inadmisible si resultan «contrarias al espíritu y aún menos al tenor 
expreso de la Constitución», pues esta última «se encuentra por encima del Derecho interno 
en cualquiera de sus formas»6.

En efecto, la opinión consultiva 212-89 marcó una pauta interpretativa sobre el carácter 
con el que ingresan los materiales jurídicos del ámbito internacional, incluso, aquellos que 
contienen derechos humanos y que, por ello, tienen especial preeminencia normativa. Dicha 
pauta refirió de forma tímida, a mí parecer, que la relación jerárquica entre derecho internacio-
nal y nacional sólo puede existir entre normas del mismo tipo, es decir, leyes o reglamentos 
versus decretos legislativos mediante los que se incorporen tratados internacionales, de los 
que habrá que diferenciar los que tienen contenido de derechos humanos y los que no.

Así las cosas, esa primera expresión del Tribunal constitucional estableció que los trata-
dos internacionales en materia de derechos humanos, internalizados mediante un decreto 
legislativo de ratificación, únicamente pueden contender jerárquicamente con los demás 
cuerpos normativos que no son constitucionales, es decir, con el derecho interno conformado 
por leyes y reglamentos, no así con la Constitución, pues, si bien su contenido de derechos 
humanos podría integrarla, no podría sobreponerse a ella, modificarla, reformarla o dejarla sin 
efecto, en función de que la naturaleza de la norma suprema impide que ceda ante cualquier 
otra fuente normativa.

En este contexto, se desarrolló una línea de pensamiento afín que se expresó en sentencia 
de 19 de octubre de 1990, dictada en el expediente 280-90: «esta Corte estima conveniente 
definir su posición al respecto. (…) su jerarquización [de los derechos humanos] es la de 
ingresar al ordenamiento jurídico con carácter de norma constitucional que concuerde con su 
conjunto, pero nunca con potestad reformadora y menos derogatoria de sus preceptos por la 
eventualidad de entrar en contradicción con normas de la propia Constitución, y este ingreso 
se daría no por vía de su artículo 46, sino —en consonancia con el artículo 2. de la Conven-
ción— por la del primer párrafo del 44 constitucional…’ El artículo 46 jerarquiza tales derechos 
humanos con rango superior a la legislación ordinaria o derivada, pero no puede reconocér-
sele ninguna superioridad sobre la Constitución, porque si tales derechos, en el caso de serlo, 
guardan armonía con la misma, entonces su ingreso al sistema normativo no tiene problema, 
pero si entraren en contradicción con la Carta Magna, su efecto sería modificador o deroga-
torio, lo cual provocaría conflicto con las cláusulas de la misma que garantizan su rigidez y 
superioridad y con la disposición que únicamente el poder constituyente o el refrendo popu-
lar, según sea el caso, tienen facultad reformadora de la Constitución…».

Y que continuó manteniéndose en siguientes integraciones del Tribunal, concretamente, 
en sentencia de 12 de marzo de 1997, dictada en el expediente 131-95: «…los tratados y 
convenios internacionales […] no son parámetro para establecer la constitucionalidad de 

6	 Cordón, Julio. «El bloque de constitucionalidad: la expansión de la Constitución dogmática», Re-
vista Académica CUNZAC, Guatemala, vol. 4, no. 2, 2021, p. 44.
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una ley o una norma, pues si bien es cierto el artículo 46 de la Constitución le otorga preemi-
nencia a esos cuerpos normativos sobre el derecho interno, lo único que hace es establecer 
que en la eventualidad de que una norma ordinaria de ese orden entre en conflicto con una o 
varias normas contenidas en un tratado o convención internacional prevalecerían estas últi-
mas; pero ello no significa, como se dijo, que las mismas puedan utilizarse como parámetro 
de constitucionalidad. Por consiguiente, en lo referente a este punto debe declararse que 
no se da la violación a ninguna norma de la Constitución Política de la República…». Cabe 
resaltar que este precedente sufrió una variación importante tres lustros después, pero no 
en cuanto a la posición jerárquica —como se explicará— sino en cuanto a la posibilidad de 
que los tratados internacionales funjan como parámetro de constitucionalidad de disposi-
ciones legales.

IV. El bloque de constitucionalidad de 2012 
como excusa: ¿un cambio de paradigma?

Otro de los puntos importantes de la resolución es el aparente enfrentamiento que hace la 
autoridad reclamada (presidente) en el informe rendido al Tribunal constitucional, en el que 
señala la «inutilidad práctica» de la reserva del artículo 27 de la Convención de Viena, dado 
que la propia Corte superó la cuestión —relación jerárquica— con motivo de la creación de la 
ficción jurídica llamada bloque de constitucionalidad7.

Esta figura fue desarrollada por la Corte en el expediente 1822-2011, cuya sentencia de 17 
de julio de 2012, consolidó que: «El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas 
y principios que, aunque no forman parte del texto formal de la Constitución, han sido integra-
dos por otras vías a la Constitución y que sirven a su vez de medidas de control de constitu-
cionalidad de las leyes como tal. […] Su función esencial es la de valerse como herramienta 
de recepción del derecho internacional, garantizando la coherencia de la legislación interna 
con los compromisos exteriores del Estado y, al mismo tiempo, servir de complemento para 
la garantía de los Derechos Humanos en el país. […] por vía de los artículos 44 y 46 citados, 
se incorpora la figura del bloque de constitucionalidad como un conjunto de normas interna-
cionales referidas a derechos inherentes a la persona, incluyendo todas aquellas libertades y 
facultades que aunque no figuren en su texto formal, respondan directamente al concepto de 
dignidad de la persona, pues el derecho por ser dinámico, tienen reglas y principios que están 
evolucionando y cuya integración con esta figura permite su interpretación como derechos 
propios del ser humano…», dando coherencia a la corriente humanista que acogió el Tribunal 
en las primeras dos décadas del siglo XXI.

7	 La noción de bloque de constitucionalidad original no es jurisprudencial, puesto que el Consejo 
Constitucional francés no la utiliza en sus decisiones, y se refiere, generalmente, a los «princi-
pios y reglas de valor constitucional» para designar el conjunto de normas situadas en el nivel 
constitucional, cuyo respeto se impone a la ley; la noción ha sido utilizada de forma regular, en la 
doctrina, a partir del estudio dedicado al «principio de constitucionalidad», en el que se empleaba 
esta expresión para explicar las consecuencias resultantes de la decisión fundadora de 16 de julio 
de 1971 [L. Favoreu y L. Philip, Les Grandes Décisions du Conseil constitutionnel, Sirey, número 
19, 5.ª edición, 1989.] relativa a la libertad de asociación. Favoreu, Louis Joseph. «El bloque de 
constitucionalidad», Revista del Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, no. 5, p. 46.
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Bajo este concepto, el Presidente adujo que los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos a partir del precedente citado forman parte de la Constitución, tanto 
formal como materialmente, lo que implicaba, a su juicio, que no existiera más tensión de 
relaciones jerárquicas entre unos y otros materiales jurídicos, sino comunión absoluta, de 
ahí que encontrara razonable retirar la reserva relacionada, para así evitar incongruencias del 
Estado en cuanto a sus compromisos internacionales.

Sin embargo, a mí parecer, una de las características más obviadas en el entendimiento 
del bloque, es que el propio precedente determina su alcance en términos prácticos, es decir, 
la naturaleza que adquirirán los materiales jurídicos que ingresen a la Constitución por vía de 
éste: «El alcance del bloque de constitucionalidad es de carácter eminentemente procesal, 
es decir, que determina que los instrumentos internacionales en materia de derechos huma-
nos que componen aquél son también parámetro para ejercer el control constitucional del 
derecho interno. Así, a juicio de esta Corte, el artículo 46 constitucional denota la inclusión de 
los tratados en el bloque de constitucionalidad, cuyo respeto se impone al resto del ordena-
miento jurídico, exigiendo la adaptación de las normas de inferior categoría a los mandatos 
contenidos en aquellos instrumentos».

Desde mi perspectiva, esta concepción descarta el alcance sustancial que el mandatario 
—y la comunidad jurídica en general—8 pretenden darle en Guatemala, pues, me parece evi-
dente que el Tribunal constitucional nunca abandonó el pensamiento sostenido desde 1989 
en cuanto a las relaciones jerárquicas entre Constitución y tratados internacionales, sino rea-
firma, sin mencionarlo, que estos últimos únicamente pueden tener una posición de superio-
ridad procesal frente a las disposiciones de rango inferior a la Constitución, y no equipara su 
contenido sustancial al de fuente estrictamente constitucional.

Esto se entiende así, pues, el cambio fijado por el expediente 1822-2011 tuvo como obje-
tivo habilitar el control constitucional de las leyes y reglamentos utilizando como parámetro 
de constitucionalidad los tratados internacionales, superando así el criterio contrario soste-
nido en el expediente 131-95, pero nunca abordó la superación del criterio sobre la integra-
ción formal y material de la Constitución, sostenido en opiniones consultivas y sentencias 
desde dos décadas atrás.

De ahí que sostenga que, aunque exista la proclama conceptual de una ficción jurídica 
novedosa, en realidad el Tribunal únicamente superó una cuestión procedimental, pues la 
incorporación del contenido de los tratados por vía del artículo 2 y 44 de la Constitución se 
había sostenido en sentencias anteriores, por lo que, por más que pareciera incorporar formal 
y materialmente los tratados internacionales como contenido propio de la Constitución, lo 

8	 El concepto de «bloque de constitucionalidad» hace referencia al conjunto de dispositivos nor-
mativos y jurisprudenciales —en algunos casos principios y valores— que han sido elevados a un 
plano de supremacía, fungiendo como parámetro de validez para todo acto y norma existente en 
un sistema jurídico determinado (…) El contenido del bloque de constitucionalidad puede variar, 
y puede ser tan extensivo como el Poder constituyente o reformador de un país lo establezca, o 
en su defecto, como la interpretación vertida por el Tribunal Constitucional lo defina, del Rosario 
Rogríguez, Marcos, «El debate en torno al bloque de constitucionalidad o de derechos humanos 
como parámetro de validez y prevalencia de las restricciones constitucionales», Revista Iberoame-
ricana de Derecho Procesal Constitucional, México, no. 21, enero-junio 2014, 323 y 324.
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cierto es que la creación del bloque resultó muy similar a la francesa, en torno a abrirse una 
brecha de actuación, mas no alterar la teoría constitucional sostenida.

Así, a mí juicio, una muy débil, casi efímera, imperceptible idea de supremacía se le atri-
buye a los tratados internacionales, pero únicamente se proclama en cuanto a las normas 
de inferior categoría, excluyendo de nueva cuenta, que estos puedan ser o signifiquen 
materialmente contenido constitucional; ahora bien, si a esto se suma que no todos los 
tratados internacionales signados por un Estado son de contenido de derechos humanos, 
también resulta claro, a mí parecer, que lo sustentado por el presidente de la República, 
en cuanto la irrelevancia de la reserva del artículo 27 de la Convención de Viena, no fuera 
cierto.

Puedo concluir, entonces, que no existió alteración en la teoría de la constitución que el 
Tribunal ha desarrollado desde sus inicios, en cuanto a su rigidez y supremacía, pues, aunque 
emblemático, el 1822-2011 fue congruente en sostener la jerarquía suprema y diferenciada 
entre lo que considera derecho interno o normas de inferior categoría, los tratados internacio-
nales y la propia Constitución, dejando a salvo la necesidad de preservar la preeminencia de 
esta última.

V. La resolución como ejercicio de 
modulación constitucional

Una de las cuestiones más importantes a resaltar es que la resolución no determina que 
el retiro de la reserva citado constituya en sí una violación a la supremacía de la Constitu-
ción, sino un riesgo a esta, justamente, creo, porque retirar la reserva como tal únicamente 
conformaría la subordinación de todo el sistema jurídico guatemalteco, incluyendo la Cons-
titución, a cualquier tratado o compromiso internacional adquirido por el gobierno de turno, 
incluyendo aquello que no necesariamente se tratara de derechos humanos.

También reafirma la tradición teórica sostenida en años anteriores, aunque no explica la 
naturaleza diferenciada del bloque de constitucionalidad a la que hago referencia en este 
comentario.

Ahora bien, en cuanto a las conexiones que pueden hallarse, tanto del contenido de la reso-
lución comentada como de la jurisprudencia previa que le presupone, y la posibilidad de que 
la Corte desarrolle en su jurisprudencia una especie de teoría de modulación constitucional9, 
si bien no se ha hecho un ejercicio explícito, sí puede identificarse que el Tribunal ya parte de 
una premisa central de tal teoría, la de reconocer que la materia constitucional contemporá-
nea ya no está integrada únicamente por el texto constitucional codificado, sino también por 
otros materiales, entre estos, los tratados internacionales.

9	 Se trata de una visión del conjunto de normas que conforman la materia de la constitución, de ma-
nera general y no concreta, pues lo que busca es modular (categorizar) en secciones plenamente 
identificables las normas constitucionales existentes, esto con el objeto de proponer una jerarquía 
interna entre estas. Pacheco Samayoa, José Pablo. «La modulación constitucional», Opus Magna 
Constitucional, Corte de Constitucionalidad de Guatemala, Tomo XIX, 2021, p. 199.
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Es por ello que considero esta decisión judicial fundamental para construir la referida 
teoría en la jurisprudencia de la Corte, porque reafirma el carácter deliberativo del constitu-
cionalismo guatemalteco, separándose de la formalidad del texto de la Constitución hacía 
una concepción más sustancial, que se cimenta en sus bases axiológicas, y evidencia un 
ejercicio implícito de jerarquización intraconstitucional que, cabe resaltar, no fue nuevo en 
el seno de la Corte, pero que demostró con mayor fortaleza —suspendiendo una decisión 
presidencial en materia de política exterior— la prevalencia de los principios estructura-
les del texto constitucional, frente a otro conjunto de disposiciones que también han sido 
reconocidos como constitucionales, confirmando de forma embrionaria la teoría de que 
dentro de la materia de la Constitución conviven disposiciones de diversa naturaleza, peso 
y estructura.

De esa cuenta, aunque no lo manifieste como tal, pues solo declara el riesgo en la super-
posición de normas internacionales a la Constitución, la postura del Tribunal se aproxima 
bastante a la doctrina de Alexy10 respecto a la ponderación de principios y a la idea de Zagre-
belsky11 sobre la coexistencia dinámica entre reglas, principios y valores dentro del Estado 
constitucional contemporáneo.

La resolución evita caer tanto en un monismo internacionalista absoluto como en un 
nacionalismo constitucional extremo, dado que la Corte reconoce la importancia del derecho 
internacional y del control de convencionalidad, pero establece que tales instituciones no 
pueden desplazar el núcleo esencial de la Constitución12.

Este razonamiento se asemeja a las doctrinas desarrolladas por el Tribunal Constitucional 
Federal alemán13 respecto a la identidad constitucional y por la Corte Constitucional italiana14 
en materia de control de los límites constitucionales frente al derecho supranacional.

10	 Alexy, Robert. El concepto y la validez del Derecho, Barcelona, Editorial Gedisa, 1994, p. 75.
11	 Zagrebelski, Gustavo. El derecho dúctil. Ley, derecho y justicia. Madrid, Editorial Trotta, 2003, pp. 

109 y 110.
12	 La identidad constitucional (…) implica el abandono de la concepción formalista de justicia cons-

titucional, la aceptación de una Constitución material y la inexistencia de poderes absolutos en 
un modelo de Estado Constitucional. Es frente a ese concepto «formalista», que la identidad se 
impone, advirtiendo que los límites materiales a la reforma, no se encuentran exclusivamente en 
las cláusulas pétreas e intangibles, se hayan igualmente en los principios y valores que otorgan su 
esencia, los cuales se pueden identificar de forma explícita o implícita en el texto constitucional. 
Agudelo Ibáñez, Sirley Juliana. «Identidad Constitucional: límite a la reforma constitucional en 
Alemania, Italia y la India». Revista Academia & Derecho, Cúcuta, año 6, número 11, julio-diciembre 
de 2015, p. 125.

13	 BVerfGE 89, 155 —Maastricht. Sala Segunda de 12 de octubre de 1993—; BVerfGE 109, 279. Prime-
ra sala, del 30 de marzo, 2004; BVerfGE, 2 BvE 2/08 del 30 de junio de 2009.

14	 La teoría de los controlimitte, asienta algunos lineamientos y señala que el poder de reforma 
constitucional, incluso en ausencia de cualquier prohibición explícita en ese sentido, no es com-
petente para modificar los principios supremos de la constitución y los derechos inviolables del 
ser humano. Corte Costituzionale della Repubblica Italiana, sentencia 1146/1988 del 29 de 
diciembre de 1988.
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VI. Conclusión
Si bien la resolución es un pronunciamiento jurídicamente sólido en cuanto reafirma la 

supremacía constitucional como principio estructural del sistema jurídico guatemalteco, 
citando precedentes importantes, tanto para limitar la actuación presidencial en el retiro o 
modificación de reservas a tratados internacionales, así como en cuanto a la tensión jerár-
quica existente entre derecho internacional y Constitución, deja abiertas varias interrogantes 
relevantes.

La primera, porque la Corte no desarrolla de manera suficiente criterios metodológicos 
para justificar la jerarquización entre distintas normas constitucionales. La segunda, porque, 
aunque reconoce implícitamente la existencia de distintos niveles dentro de la materia de 
la Constitución, no explica con claridad cómo resolver eventuales conflictos entre tratados 
internacionales de derechos humanos y disposiciones expresas de la Constitución. 

De ahí que abordar la teoría de la modulación constitucional al resolver este tipo de pro-
blemas, pudiera aportar nuevas herramientas para la solución de controversias futuras, apro-
vechando el precedente para ampliar la categorización y gradación interna de normas cons-
titucionales basada en su contenido axiológico, estructural y funcional que, al parecer, ya es 
evidente desde 1989, pero que no ha querido reconocerse de forma explícita por parte del 
Tribunal.
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